[bookmark: _Hlk218498056]TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE TRANSPORTE. San José, a las 08:10 horas del 16 de diciembre de 2025.
RESOLUCIÓN No. TAT-4224-2025

[bookmark: _Hlk218498002]Se conoce RECURSO DE APELACIÓN EN SUBSIDIO, interpuesto por el señor J.D.V.A., mayor, soltero, Ingeniero Industrial, vecino de Heredia, portador de la cédula de identidad No. 000; el señor C.F.L.C., mayor, casado, Administrador de Empresas, vecino de Heredia, portador de la cédula de identidad No. 000 y la señora Z.G.S., mayor, casada, vecina de Heredia, portadora de la cédula de identidad No. 000, en sus condiciones de -en su orden-, Presidente, Secretario y Tesorera, actuando con facultades	de Apoderados Generalísimos sin límite de suma de la empresa B.H.S.A.  cédula jurídica No. 3-101-058765, en contra del Artículo 3.2 de la Sesión Ordinaria 052024 del 05 de febrero de 2024, adoptado por la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público. El presente asunto se tramita en este Tribunal, bajo el Expediente Administrativo No. TAT-033-25.

RESULTANDO

PRIMERO.- La Junta Directiva	del Consejo de Transporte Público, mediante el Artículo 3.2 de la Sesión Ordinaria 05-2024 del 05 de febrero de 2024, conoció el Oficio No. CTP-DT-INF-0002-2024 del 01 de febrero de 2024, emitido por la Dirección de Asuntos Jurídicos de ese Consejo, y aprueba en todos sus extremos, los alcances y recomendaciones contenidas en dicho Oficio, vinculadas con la definición de ruta y tipología para autobuses de tipo piso bajo (TUB) y autobús de tipo acceso bajo (TUA), y en dicho Acuerdo determina lo siguiente:
“POR TANTO, SE ACUERDA:
1. Aprobar todas las recomendaciones contenidas en el oficio CTP-DT-INF-0002-2024 el cual forma parte integral de este acuerdo.
2. Indicar, que a pesar del establecimiento de la tipología que guíe a la adquisición de unidades del tipo piso bajo y de tipo acceso bajo para el transporte público regular modalidad autobús, la autorización para el inicio de la inscripción de flota de ambos tipos dentro de los esquemas operativos de

	
	



las rutas regulares, así como las estrategias que se seguirá en este proceso, será notificada a los operadores y demás partes interesadas por parte del Consejo de Transporte Público una vez que las condiciones habilitantes lo permitan y la Junta Directiva de este Consejo lo avale expresamente.
3. Aprobar e incluir dentro del Sistema Unificado de Clasificación de Rutas, la tipología de autobús Urbano Plano Tipo Acceso Bajo y la nomenclatura «TUB»; así como la tipología de Autobús Urbano Plano Tipo Acceso Bajo y la nomenclatura «TUA», con las especificaciones y requerimientos establecidos en el punto No.5 del Informe Técnico CTP-DT-INF-0002-2024, el cual es parte integral del presente acuerdo.
4. Aprobar el uso de unidades de tipología TUB y TUA en rutas y ramales de transporte público regular que presenten condiciones de ruta urbana con recorridos menores a 30 kilómetros por sentido, con pendientes máximas de 6% y ponderadas de no más de 5%, con superficie derodamiento de asfalto,

concreto o adoquinadas en su totalidad.
5. Indicar que, desde el punto de vista técnico, no se encuentra impedimento para establecer de manera mandataria la tipología de Autobús Urbano Piso Bajo y/ó de Autobús Urbano Plano Tipo Acceso Bajoen recorridos urbanos

de 30 kilómetros o menos por sentido con condiciones principalmente planas, con pendientes máximas de 6% y ponderadas de igual o inferiores a 5% que transiten en vías asfaltadas, de concreto, adoquinadas en su totalidad en las zonas del país donde así sea considerado por la Junta Directiva su establecimiento.
6. Solicita a la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos realizar las gestiones necesarias, según su competencia, que permitan la incorporación de las unidades de tipología Autobús Urbano Plano Piso Bajo «TUB», y Autobús Urbano Tipo Acceso Bajo «TUA» dentro de la herramienta de cálculo tarifario.
7. Establecer como transitorio que los operadores de ruta regular, permisionarios o concesionarios, tendrán un plazo de 30 días hábiles, a partir de la notificación del presente acuerdo, a efectos de aportar las probanzas respectivas, que logren comprobar que antes de la notificación del acuerdo habían realizado la compra de unidades que no corresponden a las dispuestas en las recomendaciones 4 y 5 de este informe, motivo por el cual no podrán cumplir con la obligación impuesta a la fecha que adopte la Junta Directiva iniciará a aplicar la obligación de estas unidades.
8. Disponer que a partir del 01 de enero del 2025, todas las unidades que ingresen al país, deberán contar con el dispositivo de pago electrónico

	
	


incorporado, lo cual se aplicará a todas las rutas que no estén con tarifa fraccionada.
9. (...)
10. Se declara en firme.
(Dicho acto fue debidamente notificado a la dirección electrónica señalada por la parte recurrente, el 12 de febrero de 2024. (Ver del folio 36 al 38 del expediente administrativo)
SEGUNDO.- Mediante escrito presentado en la Plataforma de Servicios del Consejo de Transporte Público, el 19 de febrero de 2024, la empresa B.H.S.A., por intermedio de sus representantes, interpone formal Recurso de Revocatoria con Apelación en Subsidio, en contra del Artículo 3.2 de la Sesión    
Ordinaria No. 05-2024 del 16 de enero de 2024, descrito en el resultado anterior y en resumen, alega lo siguiente:  


- Que, respecto a lo determinado en el punto mediante el acto recurrido, considera que la referencia de aprobación del Informe, es ambigua y  contradictoria, respecto de lo que se dispone en el «POR  TANTO» de dicho acuerdo, pues considera que carece de sustentación la conformación de su  contenido recomendativo.
- Que, respecto de lo determinado en el punto 2), considera que se plantea una inconsistencia que hace totalmente incompresible el aspecto resolutivo determinado, en tanto solo se exponen sugerencias de carácter apreciativo realizadas por el órgano técnico, que debían ser tomadas como guía de acción en el ejercicio de la labor decisoria de la Junta Directiva, específicamente direccionada con una futura implementación de una tipología de autobuses que hasta ese momento, no resulta aprobada y simplemente resulta transcripción del informe técnico, sin que se concluirse en nada al respecto.
- Que, respecto de lo determinado en el punto 3), considera que esa disposición no plantea mayor problema, toda vez que lo que pretende es aperturar una mayor posibilidad de inclusión de nuevos tipos de unidades operativas a los sistemas prestacionales que se encuentran establecidos.
- Que, respecto de lo determinado en los puntos 4) y 5) considera que ambos puntos, son casi una reiteración de contenido, realizarán una valoración de forma unificada de ambos puntos y sobre el particular estima que el

	
	


documento expone serias falencias valorativas que comprometen el principio de seguridad que en tales decisiones debe garantizarse por parte de la Administración, pues según su criterio tal determinación así como está dispuesta, genera condiciones de riesgo y peligro a la integridad y vida de los usuarios con las sobrevinientes responsabilidades. Desarrolla una serie de consideraciones técnicas vinculadas con los referidos apartes 4) y 5).
-	Que, respecto a lo determinado en el punto 6), de manera genérica considera que no se parte de una justificación razonable de lo dispuesto y, además estiman que la decisión que en dicho aparte se contempla, debió ser precedida de un estudio y determinación de viabilidad a ser presentada por el Consejo de Transporte Público y definida por la ARESEP, pues estima que por respeto y en aplicación de la prevalencia del principio de equilibrio financiero, no se pueden establecer compromisos y obligaciones de inversión sin garantizar una retribución justa y razonable.
 - Respecto a lo determinado en el punto 7), considera que aun cuando se 
establece una disposición transitoria para    la observancia de los requerimientos dispuestos en el acuerdo recurrido, lo cierto es que se imponen limitaciones y restricciones a la generalidad de destinatarios implicados (concesionarios y permisionarios de rutas regulares).

- Que, además de las inconsistencias antes detalladas, el acuerdo presenta

otras falencias, dentro de las cuales citan que en este, no se toma en cuenta la realidad económica circunstancial que ha sido enfrentada por el sector empresarial y que de manera considerable les afectó.
- Solicita en su PETITORIA, que, siendo que lo acordado en el Artículo 3.2 de la Sesión Ordinaria 05-2024, resulta técnica y legalmente improcedentes e inconvenientes, solicita la revocatoria de lo dispuesto mediante dicho artículo.
(Ver folios del 09 vuelto al 30 del expediente administrativo)
TERCERO.- La Junta Directiva del Consejo de Transporte Público, mediante el Artículo 7.2 de la Sesión Ordinaria 51-2025 del 11 de agosto de 2025, conoce y aprueba los alcances del Oficio No. CTP-DE-AJ-CA-0821-2025 del 29 de julio de 2025, emitido por la Dirección de Asuntos Jurídicos de dicho Consejo, en el cual plantea la propuesta de la respuesta del Recurso de Revocatoria con Apelación en Subsidio interpuesto por B.H.S.A., en contra del Artículo 3.2 de la Sesión Ordinaria 05-2024 del 05 de febrero de 2024, y con base en los argumentos esbozados en dicho oficio, procede con el rechazo del Recurso de revocatoria, y eleva el Recurso de Apelación en Subsidio, ante este Tribunal Administrativo de Transporte, para su conocimiento y resolución. En resumen, el Oficio No. CTP-DE-AJ-CA-0821-2025, antes citado, el cual sustenta el Artículo 7.2 de la Sesión Ordinaria 51-2025, adoptado por la Junta Directiva, indica, lo siguiente:


-	Sobre la legitimación de la accionante para impugnar, indica que la Asesoría Jurídica solicitó al Departamento de Administración de Concesiones, una constancia para verificar el estatus de la empresa recurrente y como respuesta recibió la constancia con el No. 00000013060 en la cual se indica, que dicha empresa no posee registros como concesionario o permisionario en dicho Departamento.
-	Que, el acuerdo adoptado	por la Junta Directiva	incide sobre los prestatarios
del servicio público, siendo que actualmente B.H.S.A., según la certificación antes descrita, y revisados los archivos y las bases de datos que mantiene ese Consejo, no posee registros.
-	Por las razones expuestas, la recurrente no tiene legitimación en el presente asunto, dado que la ejecución del acuerdo impugnado está dirigido a los prestatarios del servicio modalidad ruta regular e indican que, en la actualidad, la empresa no tiene permiso o concesión de que acredite como un concesionario o permisionario de transporte público en alguna de sus modalidades.

 - Conforme lo anterior recomienda a la Junta Directiva, rechazar por
improcedente el Recurso de Revocatoria y se eleve el Recurso de Apelación ante el Tribunal Administrativo de Transporte Público para su conocimiento; tal recomendación como se indicó supra, fue acogida en todos sus extremos.
(Ver folios 02 y del 04 al 07 vuelto del expediente administrativo)
CUARTO.- La Secretaría de Actas del Consejo de Transporte Público, emite la Certificación No. SDA/CTP-25-11-0047 de las 13:30 horas del 25 de noviembre de 2025, mediante la cual eleva al conocimiento y resolución de este Tribunal, el Recurso de Apelación en Subsidio interpuesto por B.H.S.A., en contra del Artículo 3.2 de la Sesión Ordinaria 05-2024 del 05 de febrero de 2024, y adjunta a dicha certificación, los antecedentes y documentación vinculada con dicho Recurso; dicha certificación es recibida por la Secretaría de Instrucción de este Tribunal, el 26 de noviembre de 2025.
	(Ver del folio 01 al 47 del expediente administrativo)
QUINTO.- El Tribunal Administrativo de Transporte, mediante la Prevención No. 1 de las 08:30 horas del 27 de noviembre de 2025, requiere a la Secretaría de tas del Consejo de Transporte Público, que, en el plazo improrrogable de cinco días hábiles a partir del recibo de dicha prevención, se sirva certificar la «Constancia de Concesionario o Permisionario» No.0000013060 del 17 de julio de 2025, emitida por el Departamento de Administración de Concesiones y Permisos del Consejo de Transporte Público.

Dicha prevención fue debidamente notificada el 27 de noviembre de 2025. (Ver del folio 48 al 50 vuelto del expediente administrativo)
SEXTO.- La Secretaría de Actas del Consejo de Transporte Público, mediante el correo electrónico del 02 de diciembre de 2025, remite a este Tribunal la Certificación No. SDA/CTP-25-12-0004 de las 14:20 del 02 de diciembre de 2025 mediante la cual CERTIFICA la constancia No. 0000013060 del 17 de julio de 2025, emitida por el Departamento de Administración de Concesiones y Permisos, en la que se hace constar que, B.H.S.A., no posee registro ni como permisionario ni concesionario en ninguna de las modalidades del transporte Público (Ver del folio 51 a 53 del expediente administrativo)

SÉTIMO: Que, en el procedimiento seguido, se han  observado los términos y prescripciones legales pertinentes.
REDACTA LA JUEZA MARÍA SUSANA LÓPEZ RIVERA,
CONSIDERANDO
1.- SOBRE LA COMPETENCIA.
El Tribunal Administrativo de Transporte es el órgano competente para conocer y resolver el presente Recurso de Apelación, de conformidad con lo establecido en el artículo 22 de la Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la Modalidad de Taxi No. 7969 del 22 de setiembre de 1999.
2.- SOBRE LA ADMISIBILIDAD DEL RECURSO DE APELACIÓN.
7

2.1.En cuanto al plazo: El acto administrativo que se impugna, a saber, el Artículo 3.2 de la Sesión Ordinaria 05-2024 del 05 de febrero de 2024, fue notificado a la recurrente al medio establecido para dicho fin, el 12 de febrero de 2024, y el escrito a través del cual, interpone la parte recurrente el Recurso de Apelación en Subsidio e Incidente de Nulidad, fue presentado el 19 de febrero de 2024; es decir, la interposición de la acción recursiva fue realizada dentro del plazo legalmente conferido para tal efecto, de conformidad con lo establecido en el artículo 11 de la[image: ]

Ley No. 7969, en consecuencia, la acción recursiva interpuesta resulta admisible para su conocimiento y resolución. 
2.2.- En cuanto a la Legitimación: El acto administrativo impugnado por B.H.S.A., por intermedio de sus representantes, se encuentra contenido en el Artículo 3.2 de la Sesión Ordinaria 05-2024 del 05 de febrero de 2024, emitido por la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público, y dicho acto
  hace referencia a la definición de ruta y tipología para  
Punto medular a analizar en este caso es el tema de la legitimación, entendida como la capacidad para actuar como parte recurrente en un determinado proceso y ante una instancia específica. Dicha legitimación se fundamenta en la titularidad de un derecho o interés legítimo que ostenta de frente a la parte demandada, en este caso, la recurrida.
Es decir, la legitimación supone el ejercicio del derecho a reclamar, cuando un tercero considera que, en el dictado de un acto administrativo, la Administración Pública lesionó o vulneró sus intereses legítimos o derechos subjetivos.
En línea con lo expuesto, conviene referir lo indicado por el Tribunal Procesal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, Sección Tercera en la Sentencia No. 362-2019 de las 16:30 horas del 18 de julio de 2019, en cuanto a la legitimación en fase recursiva ante la Jerarquía Impropia de la Administración Pública, estableciendo en lo que interesa lo siguiente:

“(...) II. SOBRE LA LEGITIMIDAD PARA RECURRIR: El Artículo 21: Legitimación procesal del Código Procesal Civil (Ley N° 9342) en su subinciso 21.1 define quién será parte legítima dentro de un proceso, como: "Será parte legítima aquella que alegue tener o a quién se le atribuya una determinada  relación jurídica con la pretensión". La figura de la legitimación activa ha sido ampliamente estudiada por la doctrina costarricense, entendida como el vínculo que existe entre un sujeto y un derecho o situación jurídica que lo faculta para presentar un reclamo: “A nuestro entender, el concepto parece ser el de “legitimación activa” a secas, entendida como la facultad legal, titularidad, pertenencia del derecho reclamado y vinculación procesal que surge del derecho sustancial y que debe tener determinadas personas, para formular respecto de determinado derecho subjetivo sustancial sobre el cual versa la pretensión que es el objeto del proceso. /.../ La legitimación constituye un presupuesto de la pretensión formulada en la demanda y de la oposición hecha por el demandado, para hacer posible la sentencia de fondo que las resuelve; consecuentemente la legitimación en la causa no constituye un presupuesto procesal, en tanto no se refiere al procedimiento o al válido ejercicio de la acción, antes bien se refiere a la relación sustancial que debe existir entre actor y demandado y al interés sustancial que se pretende existente entre las partes del proceso y el interés sustancial en litigio” (Artavia Barrantes, S. y Picado Vargas, C. (2018) Nuevo Código Procesal Civil: Comentarios, Tomo I. Costa Rica, San José: Investigaciones jurídicas S.A., pág. 211 y 212). El Código
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Procesal Contencioso Administrativo (Ley N° 8508) en su artículo 10 delimita la legitimación activa dentro de un proceso, podrán demandar quienes invoquen la afectación de intereses legítimos o derechos subjetivos. Se refiere a una condición especial que le permite al administrado participar dentro de un procedimiento concreto en sede administrativa, así señalado por la doctrina: “En otras palabras, una aptitud especial para ser parte en un procedimiento concreto, en donde tal capacidad queda derivada en virtud de la relación existente entre la esfera de intereses y derechos de ese sujeto con el acto, así como también a las omisiones incurridas que ilegítimamente invadieran tal efecto, permitiendo que quien se sienta vulnerado pueda acceder a la vía jurisdiccional en demanda de un proceso que garantice el análisis de su pretensión. /.../ expresa que la legitimación activa en el proceso administrativo se estructura en torno a los conceptos de “derecho subjetivo”, “interés directo” y “mero interés por la legalidad” o “acción popular” (Víquez Cerdas, C (2008) Órganos de la jurisdicción Contenciosa Administrativa. Código Procesal Contencioso Administrativo Comentado. San José, Costa Rica: Editorial Juritexto S.A.). El actor requiere poseer un interés legítimo, un interés directo o


	
	


un derecho subjetivo para poder participar dentro de un proceso en materia contenciosa administrativa, razón por la cual, conviene analizar el significado de estas figuras. Según Víquez Cerdas (2008) se entiende por interés directo “aquel interés amparado en la legalidad real y actual, que concurre en un sujeto de derecho cuando una determinada actuación administrativa lesiona, directa o indirectamente su esfera de facultades individuales, de modo tal que la anulación de dicha actividad le proporciona un beneficio o le elimina un perjuicio de cualquier índole”, por interés legítimo “Correspondiendo a la dirección y sentido de cada norma jurídica, muchas pueden ser las posiciones que adopten las partes en el requerimiento de las prestaciones que en una relación jurídico-administrativa se den. Respecto de estas situaciones, el deber de obrar de determinada forma según el ordenamiento, es condición para el actuar del sujeto a quien va dirigida la acción prestacional”, y finalmente como derecho subjetivo “la facultad o conjunto de facultades con significado unitario e independiente, que se otorga por el ordenamiento jurídico a un ser de voluntad capaz o de voluntad suplida por la representación, para la satisfacción de sus fines e intereses, y autoriza al titular para obrar válidamente dentro de ciertos límites, y exigir de los demás por un medio coactivo en la medida de lo posible, el comportamiento correspondiente”. La autora citada concluye que “una legitimación activa de los particulares, a aquellos que tuviesen un interés

legítimo y cuando 

además de tener interés legítimo, pretendieren el
                    reconocimiento de una situación jurídica individualizada (derecho subjetivo)”.

(Víquez Cerdas, C (2008) Órganos de la jurisdicción Contenciosa Administrativa. Código Procesal Contencioso Administrativo Comentado. San José, Costa Rica: Editorial Juritexto S.A.). La legitimación activa, es por lo tanto, un requisito procesal indispensable para poder instaurar un proceso. Requerimiento procesal que también aplica a la materia municipal: “la legitimación es el requerimiento procedimental necesario para que sea procedente que una administración municipal emita el acto solicitado. /... /Por su parte, desde el punto de vista técnico, puede recurrir un acto administrativo la persona física o jurídica que se encuentre en una determinada situación procesal, esto es, que el acto que se impugne le cause algún perjuicio. El referido status procesal es el que se denomina Interés para recurrir /.../ Como se indicó supra, la persona que posee un interés para recurrir, lo ostenta en razón de la existencia de un acto administrativo, resultado de una fase constitutiva que le cause perjuicios.” (Leiva Poveda, Jorge. Municipalidades trámites, procedimientos y recursos, Editorial Jurídico Continental: Costa Rica, pág. 162). Asimismo, no solamente interesa conocer quién posee legitimación activa para instaurar un proceso de conocimiento, sino que, en este supuesto que versa sobre un recurso de apelación, es necesario analizar la  legitimación para impugnar. El Código Procesal Civil (Ley N° 9342) en su  artículo 65.2 Legitimación para impugnar delimita la legitimación para  recurrir, únicamente, sobre quiénes sean perjudicados por las resoluciones, según los términos y la (sic) condiciones dispuestas por la  ley. Del numeral citado se extrae el Principio de legitimación para recurrir, que la doctrina explica de la siguiente manera: “Este principio es el que deriva el requisito subjetivo de legitimación para recurrir, el cual veremos a continuación. Según el cual, nadie puede impugnar si no tiene un interés protegible que se encuentre lesionado por una resolución adversa o perjudicial. La legitimación para ejercer un acto de impugnación dentro de un proceso que se encuentra supeditada a la existencia de un agravio o gravamen a raíz de lo resuelto. Como se vio, el error judicial, señalado como agravio, es el constitutivo para impugnar, por lo que tendrá legitimación para recurrir solamente aquel sujeto procesal quien ha sufrido un perjuicio que protestar a la decisión.” (Artavia Barrantes, S. y Picado Vargas, C. (2018) Nuevo Código Procesal Civil: Comentarios, Tomo I. Costa Rica, San José: Investigaciones jurídicas S.A., pág. 545). En consecuencia, únicamente puede impugnar un acto o resolución quién se vea lesionado por la decisión tomada por la administración. (...)” (Lo resaltado en negrita y subrayado no es del original.)

Es decir; para ostentar legitimación para recurrir, la parte debe contar con un interés protegible que se encuentre lesionado o pueda eventualmente lesionarse por una resolución desfavorable; esto es, que tal y como indica la resolución mencionada, la legitimación para ejercer un acto de impugnación, se encuentra supeditada a la existencia de un agravio o gravamen a raíz de lo resuelto, lo cual podría concurrir en el caso bajo estudio,
Bajo esa línea de pensamiento, efectuado el análisis pertinente a la luz de los argumentos de la parte recurrente y de conformidad con las disposiciones contenidas en el Ordenamiento Jurídico, que aluden y regulan el instituto de la legitimación, se concluye que la pretensión de la recurrente no resulta procedente.
En ese contexto, como se indicó supra, efectuado el análisis pertinente tanto del Ordenamiento Jurídico que regula el tema en cuestión, como de los elementos de juicio y probatorios recopilados por esta instancia, fue posible determinar, que la accionante no cuenta con legitimación para recurrir el Artículo 3.2 de la Sesión Ordinaria 05-2024 del 05 de febrero de 2024, tal como se indica en el oficio No. CTP-DE-AJ-CA-0821-2025 del 29 de julio de 2025, en el cual, la Dirección de Asuntos Jurídicos recomienda a la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público, rechazar el Recurso de Revocatoria presentado por B.H.S.
Lo anterior, por cuanto de manera contundente se logró demostrar que, en la actualidad, la empresa recurrente no posee ningún registro en las bases de datos en las modalidades de Carga Limitada, Grúas, Ruta Regular, Servicios Especiales, Perifoneo, Carga Ancha, Seetaxi, Luces Rotativas, Servicios AGV y Taxis, que mantiene el Consejo de Transporte Público por intermedio del Departamento de Administración de Concesiones. Es decir, la recurrente no mantiene activa ninguna concesión ni permiso en las modalidades antes descritas.
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Así se desprende de la Constancia No. 0000013060 del 17 de julio de 2025 (visible

a folio 53 del expediente administrativo), mediante la 

cual el Departamento de

Administración de Concesiones, describe la condición actual de la recurrente en el sentido que; «NO POSEE REGISTROS», y dicho documento constituye una prueba fehaciente que respalda de manera categórica el rechazo de la presente acción recursiva.



Nótese en este sentido, que el acto que se impugna, en 

nada afecta ni impacta la

esfera jurídica de derechos subjetivos ni de intereses legítimos de la gestionante, pues las disposiciones contenidas en el Artículo 3.2 de la Sesión Ordinaria 05-24 del 05 de febrero de 2024, están dirigidas únicamente para ser acatadas y observadas por los prestatarios del servicio público, modalidad ruta regular y, como de manera reiterada se ha argumentado en el análisis de la presente acción recursiva, B.H.S.A., no ostenta esa condición ni figura como prestatario del citado servicio público.
Conforme lo expuesto, a la luz de la normativa aplicable y a los argumentos antes esbozados, la presente acción recursiva debe declararse sin lugar, toda vez que, en el dictado del acto administrativo impugnado, la Administración no vulneró derechos subjetivos ni intereses legítimos en perjuicio de la parte recurrente, la cual, carece de legitimación activa para reclamar sobre el asunto particular.

I.- Se declara sin lugar el RECURSO DE APELACIÓN EN SUBSIDIO E INCIDENTE DE NULIDAD POR FALTA DE LEGITIMACIÓN, interpuesto por J.D.V.A., mayor, soltero, Ingeniero Industrial, vecino de Heredia, portador de la cédula de identidad No. 000; el señor C.F.L.C., mayor, casado, Administrador de Empresas, vecino de Heredia, portador de la cédula de identidad No. 000 y la señora Z.G.S., mayor, casada, vecina de Heredia, portadora de la cédula de identidad No. 000, en sus condiciones de -en su orden-, Presidente, Secretario y Tesorera, actuando con facultades de Apoderados Generalísimos sin límite de suma de la empresa B.H.S.A., cédula jurídica 000, en contra del Artículo 3.2 de la Sesión Ordinaria 05-2024, adoptado por la  Junta Directiva del Consejo de Transporte Público.
POR TANTO
de la Ley No. 7969, rectora
en la materia, se recuerda que los fallos de este Tribunal son de acatamiento estricto 
y obligatorio.
III.- Por carecer la presente resolución de ulterior recurso
conformidad con los artículos 16 y 22, inciso c), de la Ley No. 7969, se da por
agotada la vía administrativa.	
NOTIFÍQUESE
Lic. Ronald Muñoz Corea Presidente
Licda. Maricela Villegas Herrera	Licda. María Susana López Rivera
Jueza	Jueza
II.- De conformidad con las disposiciones del artículo 16
en sede administrativa, de
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